INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, SOBRE LAS OBSERVACIONES FORMULADAS POR S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE LEY QUE INTRODUCE MODIFICACIONES EN EL DECRETO SUPREMO Nº 294, DE 1984, QUE FIJÓ EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY Nº 15.840, ORGÁNICA DEL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS, Y DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY Nº 206, DE 1960, QUE REFUNDIÓ Y UNIFORMÓ LAS LEYES SOBRE CONSTRUCCIÓN Y CONSERVACIÓN DE CAMINOS.


BOLETÍN Nº 1084-09 (O)


____________________________________________________________





HONORABLE CÁMARA:








	Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, en conformidad con lo establecido en los artículos 21 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 167 y siguientes del Reglamento de la Corporación, pasa a informaros, en segundo trámite constitucional, sobre las observaciones formuladas por S.E. el Presidente de la República al proyecto de ley que modifica el decreto supremo Nº 294, de 1984, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, y del decreto con fuerza de ley Nº 206, de 1960, que refundió y uniformó las leyes sobre construcción y conservación de caminos.





	Durante el estudio de las observaciones, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del Ministro de Obras Públicas, señor Ricardo Lagos Escobar, y del Director de Vialidad, señor Oscar Ferrel Martínez.





	Concurrieron, asimismo, el Vicepresidente de Planificación Estratégica de la Compañía de Telecomunicaciones de Chile y Vicepresidente de la Asociación de Empresas de Servicio Público A.G., señor Raimundo Beca Infante; el asesor de la Vicepresidencia de Asuntos Jurídicos de la Compañía de Telecomunicaciones de Chile, señor José Mella Segovia; el Vicepresidente de Planificación y Desarrollo de Redes de esa compañía, señor Isaud Flores Suárez; el Gerente Técnico y de Operaciones de CTC Mundo, señor Bruno Oneto Lanfranco, y el Gerente General de la Asociación de Empresas de Servicio Público A.G., señor Rafael Salas Rengifo.








I. ANTECEDENTES LEGALES.





	S.E. el Presidente de la República, formuló cuatro observaciones al texto aprobado por las dos ramas del Parlamento.





	Al respecto, cabe recordar que, de conformidad con el artículo 35 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, no procede dividir la votación de los vetos, cada uno de los cuales debe ser aprobado o rechazado en su totalidad.  La misma disposición legal establece que, si el Presidente de la República separa sus observaciones con letras o números, cada texto así diferenciado será considerado como una sola observación.





	Por su parte, cabe tener presente que el artículo 70 de la Constitución Política de la República dispone que, si el Presidente de la República desaprueba el proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional, lo devolverá a la Cámara de origen con las observaciones que correspondan, dentro del término de treinta días.





	Agrega que no se admitirán observaciones que no tengan relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, a menos que hubieran sido consideradas en el mensaje respectivo.





	Establece, a su vez, que si las dos Cámaras aprueban las observaciones, el proyecto tendrá fuerza de ley y se devolverá al Presidente de la República para su promulgación.  Si las dos Cámaras desecharen todas o algunas de las observaciones e insistieren por los dos tercios de sus miembros presentes en la totalidad o parte del proyecto aprobado por ellas, se devolverá al Presidente para su promulgación.





	A su vez, el artículo 36 de la referida ley Nº 18.918 prescribe que, en caso de que las Cámaras rechazaren todas o algunas de las observaciones formuladas a un proyecto de ley y no reunieren quórum necesario para insistir en el proyecto aprobado por ellas, no habrá ley respecto de los puntos en discrepancia.





	Por último, el Reglamento de la Corporación establece, en el inciso quinto del artículo 167, que las observaciones formuladas por S.E. el Presidente de la República deberán ser informadas por la respectiva Comisión Permanente, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, salvo que la Sala acuerde por unanimidad omitir dicho trámite.  A continuación, su artículo 172 regula cada uno de los trámites a que deberán someterse las observaciones formuladas por el Presidente de la República.








II.  SÍNTESIS DE LA TRAMITACIÓN LEGISLATIVA.








	La iniciativa legal tuvo su origen en un mensaje de S.E. el Presidente de la República e inició su tramitación legislativa en el H. Senado.





	Cabe hacer presente que, durante la tramitación del proyecto de ley en que inciden las observaciones en informe, surgieron algunas discrepancias entre el H. Senado y la H. Cámara de Diputados, las que fueron estudiadas por una Comisión Mixta constituida al efecto, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución Política de la República, la que propuso, como forma y modo de resolver dichas diferencias, un texto para las disposiciones objeto de la controversia.





	La proposición de la referida Comisión Mixta fue aprobada por el H. Senado y por la H. Cámara de Diputados.  Se comunicó a S.E. el Presidente de la República el texto aprobado por el Congreso Nacional, mediante oficio del Presidente del H. Senado de fecha 12 de abril de 1996.





	Sobre este último texto recaen las observaciones formuladas por S.E. el Presidente de la República, mediante oficio Nº 521-332, de fecha 7 de mayo de 1996.





	Por último, por oficio Nº 9.925, de fecha 19 de junio de 1996, S.E. el Presidente del H. Senado remite los antecedentes respectivos de las observaciones formuladas por S.E. el Presidente de la República, indicando los acuerdos adoptados por el H. Senado en relación con dichas observaciones.





III.  OPINIONES DE LOS REPRESENTANTES DE LAS EMPRESAS INVITADOS POR LA COMISIÓN.








	La Comisión acordó invitar a representantes de la Compañía de Telecomunicaciones de Chile y de la Asociación de Empresas de Servicios Públicos A.G. con el fin de que expusieran sus puntos de vista sobre las observaciones formuladas por S.E. el Presidente de la República.





	El Vicepresidente de Asuntos Jurídicos de la Compañía de Telecomunicaciones de Chile, señor José Mella, expresó que las observaciones formuladas por el Presidente de la República al proyecto de ley en discusión afectan a la Compañía de Telecomunicaciones de Chile en dos aspectos.





	El artículo 42, inciso séptimo, dispone que los costos de las remociones de las instalaciones son de cargo del interesado.  La observación pretende interpretar esa norma mediante el reemplazo de la palabra “interesado” por la expresión “respectivo propietario”.





	Señaló que las empresas de servicio público, por el hecho de ser concesionarias, gozan de una servidumbre legal emanada del artículo 18 de la ley General de Telecomunicaciones.  Esta servidumbre les permite usar los bienes nacionales de uso público con algunas limitaciones, como el respeto a las normas técnicas o a las obras de arte, etcétera.  La servidumbre, por su naturaleza y por la calidad del concesionario y del servicio que presta, es gratuita, desde el punto de vista de que no hay que pagar derechos por ejercerla ni por la remoción de las obras que sea necesaria para el uso de la colectividad.





	Colocar de cargo de las empresas la remoción de las obras existentes afectaría derechamente al derecho de servidumbre y, consecuencialmente, al derecho de propiedad implícito en su ejercicio.  Además, la ley no ha previsto situaciones hacia el futuro, como sí lo ha hecho en el caso de los pagos.  El problema es determinar qué pasa con las instalaciones existentes.  Por otro lado, la concesión conlleva el concepto de gratuidad, tanto en su otorgamiento como en lo referente a la servidumbre.





	En definitiva, el proyecto de ley afecta los derechos reales de propiedad y de servidumbre.  Como la ley regiría “in actum” y no hay un artículo transitorio que regule la materia, quedarían comprendidas todas las instalaciones existentes, que fueron hechas con dineros de las propias empresas.  En consecuencia, la empresa se vería afectada en su derecho de propiedad, con la gravedad de que esta situación desmejorada para las empresas no se vería reflejada en las tarifas, ya que la ley se publicará durante la vigencia de los decretos tarifarios, los que son inmodificables mientras rigen.  Esta modificación legal era imprevista e imprevisible.





	Señaló que la Compañía de Telecomunicaciones de Chile es concesionaria desde 1982, en virtud de dos decretos.  Las instalaciones ejecutadas en virtud de esas concesiones y las que se ejecuten en el futuro en razón de esas concesiones se verían afectadas por una norma como la que se discute.  Distinta sería la situación respecto de las nuevas concesiones que la Compañía de Telecomunicaciones de Chile pueda obtener, ya que sería algo previsto y el costo respectivo se cargaría en las tarifas.





	Consideró importante referirse al artículo 42, inciso tercero, referente a los pagos, materia no incluida en las observaciones del Presidente de la República.  En este aspecto, hay incertidumbre en los derechos que asisten a la Compañía de Telecomunicaciones de Chile, desde dos puntos de vista.  Desde la perspectiva legal, no hay condiciones económicas y no se sabe el motivo por los cuales debieran hacerse esos pagos o cobrarse esos derechos.  Aparentemente, sería por el uso, en virtud de lo dispuesto en el artículo 42, inciso segundo, que dice que, cuando la empresa se retira, el fisco le devuelve lo que había pagado por concepto de derechos.





	La otra incertidumbre se refiere al monto.  No hay una norma clara en relación con ese punto.  Las empresas deben saber de antemano cuáles serán los derechos que les cobrará el Ministerio de Obras Públicas y cómo se calcularán.  El artículo transitorio señala que esos derechos rigen a contar de la fecha de entrada en vigencia de la ley.  Es de justicia saber en qué consisten los derechos y cómo se calculan, principalmente al objeto de evitar que se calculen en forma distinta en las diversas regiones.





	Por último, expresó que el artículo 42, inciso séptimo, puede aclararse en el artículo transitorio, en el sentido de señalar que sólo las remociones que deban efectuarse en obras que se ejecuten en virtud de concesiones futuras son las que serán de cuenta exclusiva del propietario de dichas obras.  El Ministerio de Obras Públicas no debería tener problemas en proponer una norma en ese sentido.  Sobre lo dispuesto en esa disposición se celebrarán los futuros contratos con el Ministerio de Obras Públicas.





	En definitiva, si sólo será de cargo de la empresa propietaria de las obras la remoción de obras ejecutadas según concesiones futuras, habría que convenir con el Ministro de Obras Públicas la forma de pago.





*********





	El Gerente General de la Asociación de Empresas de Servicios A.G., señor Rafael Salas, expresó que, además de lo planteado por el representante de la Compañía de Telecomunicaciones de Chile, es preciso señalar que existen otras empresas de servicio público, como, por ejemplo, las eléctricas, que también se ven fuertemente gravadas con el proyecto de ley.





	Señaló que la iniciativa tiene dos aspectos muy importantes que es necesario analizar.  Uno es el referente a los derechos y el otro es el relativo a las remociones de obras que puede ordenar la Dirección de Vialidad.





	En lo tocante a los derechos, concuerda con lo expuesto por el señor Mella.  El concepto de "derecho" es muy vago.  Según un informe enviado por el Ministerio de Obras Públicas a la Comisión de Obras Públicas del Senado, los derechos corresponden al reembolso de los gastos en que incurre el Ministerio de Obras Públicas con motivo de la inspección de las obras.  El propio Presidente de la República señala que el concepto de derechos es muy vago.  En la Comisión de Obras Públicas del Senado, se convino en que era muy difícil cuantificarlos.  Tan complicado es este aspecto, que el proyecto de ley faculta expresamente a la Dirección de Vialidad para llegar a convenio con las empresas.  Si el Ministerio de Obras Públicas llama a las empresas a celebrar un convenio para que le resarzan los gastos en que incurre, de seguro todas las empresas llegarán a acuerdo.  Hasta hoy se ha estado actuando al margen de la ley, mediante la donación de computadoras y otras cosas a la Dirección de Vialidad.  Ninguna empresa tiene interés en disminuir el presupuesto de la Dirección de Vialidad.





	El segundo punto importante dice relación a la remoción o traslado de las instalaciones, lo cual es algo sumamente grave, ya que se trata de instalaciones carísimas.





	Indicó que el artículo 2º, número 3, del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, sobre servicios eléctricos, señala que están comprendidos en las disposiciones de esa ley "los permisos para que las líneas de transporte y distribución de energía eléctrica no sujetas a concesión puedan usar y/o cruzar calles, otras líneas eléctricas y otros bienes nacionales de uso público".  Menciona que estas normas también se aplican a las cooperativas, ya que muchas de ellas son concesionarias de servicios públicos.





	El artículo 73, inciso segundo, de ese texto legal, es fundamental.  Dispone que “si el Estado, las municipalidades u otros organismos públicos efectuaren obras de rectificación, cambios de nivel o pavimentación definitiva en calles, plazas y caminos, podrán disponer que los concesionarios de servicio público de distribución de energía eléctrica hagan en sus instalaciones las modificaciones necesarias para no perturbar la construcción de esas obras.  El costo de estas modificaciones será de cargo del Estado o de la municipalidad u organismo que las haya dispuesto.”





	Añadió que ésas son las reglas que han regido para las empresas eléctricas hasta hoy.  Además del texto referido, también rige el decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1959, del Ministerio de Hacienda.





	Todas las concesiones, como es obvio, han contemplado las leyes vigentes en el momento de su otorgamiento.  Las concesiones en materia de servicios eléctricos y de telecomunicaciones son largas, ya que las inversiones son muy grandes.





	Señaló que la observación del Presidente de la República, a su juicio, adolece de un problema constitucional, ya que, de aprobarse, afectará concesiones y permisos válidamente otorgados, al permitir que se disponga la remoción de obras o su modificación sin la respectiva indemnización.  Por lo tanto, se transgreden derechos adquiridos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19, número 24, de la Constitución Política de la República.








	Expresó que el artículo transitorio, referente al pago de derechos, legisla sobre una situación similar a las instalaciones.  Según las normas civiles de interpretación de las leyes, donde existe la misma razón debe existir la misma disposición.  No sólo en el caso de las obras eléctricas debe ser soportado por la autoridad el costo de las remociones, sino también en el caso de las obras de servicio telefónico y de las sanitarias.





	Quien ordena el cambio o remoción de las obras es quien debe soportar su costo, ya que ése es el interesado; en definitiva, el fisco.  La razón que existe para afectar con el pago de derechos a las nuevas obras se hará valer para afectar a las instalaciones sujetas a cambio.  La autoridad sostendrá que las remociones de obras deben hacerse por la empresa interesada en forma gratuita.  Si eso se aceptara, habría que referirse solamente a las nuevas instalaciones, ya que las antiguas están amparadas por la concesión.





	Tratándose de caminos dados en concesión, parece razonable que los costos de traslado de instalaciones sean sufragados por el concesionario del camino, cuando dichos traslados se soliciten para otorgar la concesión o bien durante su vigencia.  Así, los costos recaerán en definitiva sobre los usuarios beneficiados por el camino y no sobre todos los consumidores de los servicios públicos involucrados.  En la discusión en el Senado se hizo expresa mención -incluso por parte del Ministro de Obras Públicas- del hecho de que se pretende gravar, sólo para el futuro, a las nuevas instalaciones.  Sin embargo, el tenor de la disposición claramente expresa lo contrario.  El Código Civil dice que, si el texto de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu.





	En el Senado también se manifestó que las empresas de servicio público se aprovechaban, por ejemplo, para cambiar las postaciones de madera por postaciones de concreto.  La razón de ello es que ya no existen los postes de madera.  Además, son más caros.





	Finalmente, legislar en esta materia es muy inoportuno, ya que están en curso dos fijaciones tarifarias, una de las cuales es de las empresas de distribución eléctrica.  Cuando se ha conversado este punto con el Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, ha manifestado su extrañeza por esta situación, ya que el costo habrá que recogerlo y tendrán que pagarlo todos los usuarios.  Incluso el Ministro de Obras Públicas ha manifestado que este costo se cargará a las tarifas.  Es mucho mejor la vía de permitir al Ministerio de Obras Públicas convenir con las empresas el pago de los derechos y los costos por la remoción de las obras que se efectúen en el futuro.





	De aprobarse las observaciones del Presidente de la República, el proyecto de ley afectará definitivamente a los consumidores, especialmente a los de más bajos ingresos.





	Señaló que todos estos antecedentes hechos valer ante esta Comisión también fueron aportados en el Senado.








IV.  OBSERVACIONES DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y SUS ALCANCES.








OBSERVACIÓN Nº 1.








	Al número 3:  Para suprimir, en el inciso segundo del artículo 41, la frase “vencido el cual se entenderá que se aprueba dicha solicitud.”, reemplazando la coma (, ) que la antecede por un punto (.)





	Esta norma establece un plazo inicial de sesenta días, prorrogable por una vez por igual término, para que la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas evacue el informe técnico de factibilidad de acceso a los caminos públicos que le requieran las municipalidades, señalándose que a su vencimiento se “entenderá que se aprueba” la solicitud formulada.  Dicha redacción fue propuesta por la Comisión Mixta, no obstante que representantes del Ejecutivo habían expresado que ello podría ser contraproducente, puesto que muchos de los informes técnicos municipales son muy básicos e incipientes.





	El efecto que en la especie se atribuye al silencio de la Administración -dar por aprobado un proyecto vial por el solo transcurso del tiempo- se prestaría para consolidar la construcción de accesos cuya calidad técnica no es previamente comprobada por las reglas de la ingeniería, lo que puede acarrear serios riesgos para la regularidad del transporte y la seguridad vial.





	Por ello, el Ejecutivo propone suprimir la frase “vencido el cual se entenderá que se aprueba dicha solicitud.”, la cual fue propuesta por la Comisión Mixta, según se señaló anteriormente, a fin de suprimir el efecto referido y dejar encomendada a la aplicación de las reglas estatutarias en vigor sobre responsabilidad administrativa la evaluación por el incumplimiento de los deberes funcionarios --en la especie, el de evacuar en el plazo referido el informe en comento-- en que pudieran incurrir los agentes públicos, que por una acción u omisión que les sea imputable no dieren cumplimiento oportuno al plazo que se establece al respecto.





	El Ministro de Obras Públicas, señor Ricardo Lagos, expresó que esta observación tiene como objeto evitar darle al silencio de la Administración Pública un carácter aprobatorio de los informes técnicos municipales.  La norma establece que, antes de autorizar sectores industriales o residenciales, centros comerciales, etcétera, los municipios deben solicitar un informe técnico de la Dirección de Vialidad para la infraestructura complementaria necesaria.  El legislador ha querido fijar un plazo a la Dirección de Vialidad para la evacuación de ese informe.  El plazo que se establece es de sesenta días, el cual puede ser prorrogado.  Si la Dirección de Vialidad nada ha dicho a los ciento veinte días, se entiende aprobada la solicitud.





	Indicó que hay que tener presente que las características del informe pueden ser muy exigentes.  Si lo que se plantea es un paso a desnivel que implica movimiento de tierra, cálculo de resistencia de materiales, etcétera, no es posible establecer ese plazo ni esas consecuencias de la no evacuación del informe.





	Señaló que las normas básicas de la Administración del Estado establecen que los plazos deben cumplirse y hay sanciones administrativas frente a su incumplimiento.  Basta el establecimiento de los plazos.  No es una sana manera de legislar establecer que el silencio de la autoridad permite suponer aprobación de algo.  Evidentemente, existe el deseo de que la Administración Pública sea rápida, expedita y eficaz.  Pero, por otro lado, en materias muy técnicas, no se puede suponer la autorización para llevar a efecto una obra por el hecho de que la autoridad no ha evacuado un informe dentro del plazo fijado por la ley.  Si el Ministerio de Obras Públicas no evacua un informe dentro del plazo legal, será porque tiene alguna razón para no hacerlo.  Sin embargo, frente a ello hay sanciones desde el punto de vista del derecho administrativo, ya que se puede recurrir a los tribunales, los que pueden ordenar a la autoridad que falle dentro de determinado plazo.





	En definitiva, la observación del Presidente de la República no pretende validar la inobservancia de las leyes por la Dirección de Vialidad.  Tal actitud, por cierto, está sancionada.  Lo que se persigue es evitar que se presuma una autorización, ya que el tipo de materia tratada afecta a la seguridad de las personas.








	-  Vuestra Comisión, por la unanimidad de los Diputados presentes, acordó aprobar la observación Nº 1.








OBSERVACIÓN Nº 2.





	Al número 4:  Para reemplazar, en el inciso segundo del artículo 42 del proyecto, la frase “el Ministerio deberá contar con el consentimiento del propietario respectivo, quien” por la expresión “el expropiado, o el propietario colindante, en su caso”.





	Esta norma regula el régimen de concesiones sobre terrenos aledaños de los caminos públicos, previa expropiación de las fajas pertinentes, para instalar en ellos servicios para los usuarios de la vía.





	La norma en comento establece que, previamente al llamado a licitación, el Ministerio de Obras Públicas debe “contar con el consentimiento del propietario respectivo”.  Dicha redacción fue introducida en el primer trámite constitucional por el Senado.  Posteriormente, la Cámara de Diputados introdujo una modificación, eliminando el consentimiento del propietario para vender, pero dejándole prioridad, en el caso de igualdad de condiciones, en el proceso de licitación.  Pero finalmente fue la Comisión Mixta la que rechazó la proposición de la Cámara de Diputados y mantuvo la redacción propuesta por el Senado.





	Fundamenta su observación el Presidente de la República en que, por una parte, dicha redacción no guardaría armonía con la hipótesis que describe el precepto, pues, al haber mediado un acto previo de expropiación de la faja a concesionar, jurídicamente ya no existiría el “propietario respectivo” y, por la otra, si por su intermedio se postula recabar el consentimiento del “propietario aledaño” de la faja a concesionar, ello importaría no sólo crear una suerte de monopolio natural en su favor, lo que no se condice con las normas generales que gobiernan la actividad económica, sino que, además, condicionaría una medida de servicio público al solo arbitrio de un administrado.





	El Ministro de Obras Públicas, señor Ricardo Lagos, explicó que el proyecto de ley permite hacer concesiones sobre los terrenos pertenecientes a la faja adyacente que hayan sido expropiados, concesiones que no podrán exceder del 5% del total de la superficie.  Sin embargo, a continuación señaló que, cuando se hacen las concesiones para instalar algunos tipos de negocios al lado de la carretera, el Ministerio deberá contar con la autorización del propietario respectivo.  Sin embargo, ya no existe propietario respectivo, porque ya se produjo el acto expropiatorio.  En consecuencia, la concesión se da sobre un terreno que ya es fiscal.





	Señaló, por último, que lo que quiso decir el legislador es que el Ministerio deberá contar con el consentimiento del expropiado o del propietario colindante, en su caso.  Se incorporó al propietario colindante, ya que será él quien tendrá que estar al lado del negocio que se instale, por ejemplo, un restorán.








	-  Vuestra Comisión, por la unanimidad de los Diputados presentes, acordó aprobar la observación Nº 2.








OBSERVACIÓN Nº 3.





	Al número 4:  Para reemplazar, en el inciso séptimo del artículo 42 del proyecto, el vocablo “interesado” por la frase “respectivo propietario”.





	Esta norma regula el cambio de ubicación de las instalaciones en los caminos públicos, faja fiscal u otras obras viales, ya autorizadas a los administrados por la Dirección de Vialidad.  Al efecto, dispone que dicho traslado será hecho por cuenta exclusiva del “interesado”.  La mencionada expresión fue incorporada por el Senado y fue aprobada posteriormente por la Cámara de Diputados.





	El Ejecutivo vetó este precepto, considerando que el vocablo “interesado”, por un parte, puede presentar dificultades de precisión en su aplicación práctica y, por la otra, que el propio artículo 42 en examen, al referirse en su inciso tercero a la misma materia, emplea el concepto más preciso de “respectivo propietario”.  Surge así la conveniencia de utilizar en ambas situaciones igual expresión.  Ello aconseja, por ende, formular el correspondiente reemplazo en el inciso séptimo, de manera tal de volver a la redacción original propuesta por el Ejecutivo, manteniendo, además, la palabra “expropiado”.





	El Ministro de Obras Públicas, señor Ricardo Lagos, explicó que es necesario compatibilizar las nuevas modalidades de financiamiento de las obras públicas con la necesidad de procurar que los servicios de utilidad pública presten sus servicios de la mejor manera respecto del usuario.





	Indicó que, en la actualidad, quien transite entre Santiago y Valparaíso por la ruta 68 debe pagar un peaje.  Hoy, aquellos que acceden a la faja fiscal no pagan nada.  Para construir la ruta entre Santiago y San Antonio, la empresa privada pagará 120 millones de dólares, de los cuales 30 millones de dólares corresponden al costo del terreno que se expropia.  Una vez que el terreno se expropie, es altamente importante para una empresa de utilidad pública acceder a esa faja y contar con un terreno en el cual instalar sus ductos o sus postes.  Para determinar los costos de las obras, las empresas deben presentar los estudios de ingeniería, los que deben ser revisados por la Dirección de Vialidad.  Un inspector de obras debe revisar que los ductos o los postes se instalen según el estudio de ingeniería.  Luego, hay que fiscalizar la mantención de dichas obras a lo largo del tiempo.  En definitiva, los costos en que incurre el Ministerio de Obras Públicas corresponden a la revisión del estudio de ingeniería y de la solicitud, y a la fiscalización de la mantención de las obras.  Son costos normales.





	Señaló que el segundo elemento que es necesario considerar tiene que ver con que, una vez que las obras están autorizadas, el Ministerio de Obras Públicas no cobra por el uso de la faja.  Al conductor de un vehículo se le cobra por el uso de la vía, pero al usuario de la faja no se le cobra, porque se ha dicho que, si se cobra por ese uso, los perjudicados serán los usuarios, ya que subirán las tarifas.  Es por eso por lo que el Ministerio cobra solamente por los costos en que incurre.





	Sin embargo, la actual legislación establece que “en caso que por cualquier motivo sea necesario cambiar la ubicación de estas instalaciones del lugar en que fueron autorizadas, este traslado será hecho por cuenta exclusiva del interesado o en las condiciones que se hayan fijado al otorgar el permiso o el contrato de concesión respectivo”.  Por lo tanto, es importante preguntarse quién es el interesado en cambiar el lugar de las instalaciones.  Unos dicen que el interesado es el sector fiscal que administra la franja.  Otros dicen que es el sector privado concesionario del servicio de utilidad pública.  La verdad es que el interesado es aquel a quien le interesa el cambio.





	Añadió que, en esta situación, se da un gran contrasentido, por cuanto el Ministerio de Obras Públicas es dueño de los caminos.  Cuando una empresa pide una concesión para instalar en la faja cables de fibra óptica, ductos, cañerías o postaciones eléctricas o telefónicas, el Ministerio accede gratuitamente, ya que solamente cobra los gastos en los que incurre.  Posteriormente, cuando se decide hacer una modificación en aquello que pertenece al Estado, tiene que costearla el Ministerio de Obras Públicas.  Es como preguntarse por qué se les cobra peaje a los automovilistas.  Los caminos son bienes de utilidad pública, como lo son las empresas de servicio público.  Es decir, el Ministerio concede gratuitamente la faja fiscal.  Se pregunta cuánto cobraría un particular a una empresa para que instalare una cañería en su predio.  La situación que se produce es verdaderamente absurda.





	Indicó que deseaba colocar dos ejemplos para ilustrar a la Comisión sobre lo planteado.  Se está llevando a cabo la expansión a doble vía de la avenida La Florida, en la Región Metropolitana.  El valor del contrato es de 3 mil 700 millones de pesos.  En este momento, el Ministerio les está pagando más de un mil millones de pesos a las empresas de utilidad pública, porque son los organismos técnicos que autorizan el cambio de las obras.  Agregó tener copia de los contratos, en virtud de los cuales se debe acceder a pagar ese monto.  Con motivo del congestionamiento del tránsito que se produciría por ese trabajo, se pensó en la posibilidad de ampliar la avenida Tobalaba, para mejorarla como vía alternativa.  EMOS indicó que el cambio de las matrices tenía un costo de 800 millones de pesos.  Resultado final:  no hubo mejoramiento de la avenida Tobalaba, pues no se estaba en condiciones de afrontar ese gasto por el cambio de instalaciones que tienen alrededor de cien años.





	La observación del Presidente de la República sólo busca clarificar una interpretación, en el sentido de que el interesado en remover las obras es la empresa que instaló los postes o los ductos.  Por parte de distintos órganos se ha interpretado que el interesado es quien quiere hacer la modificación en el corto plazo.  Para evitar problemas de interpretación, se ha optado por la expresión “respectivo propietario”.  Esta norma no genera incertidumbre alguna para el concesionario del servicio de utilidad pública, porque si las condiciones no le parecen adecuadas, puede optar por otras modalidades.  No ha calculado el costo que esta modificación puede representar para las empresas de servicio público; pero, habida consideración de su presupuesto, que es mucho más holgado que el del Ministerio de Obras Públicas, esta modificación no debiera repercutir de manera importante en las tarifas.  En todo caso, o se aumentan las tarifas de las empresas de servicio público o los peajes de los usuarios de las carreteras.  En el Senado se indicó que, con esta situación, quien va a pagar es el pueblo o el fisco.  Eso no es así, ya que, cuando paga el fisco, quien paga en definitiva es el pueblo mediante los impuestos.  Ante ello, es preferible que suban las tarifas, ya que así solamente pagan los usuarios de los respectivos servicios y no todos los chilenos.  Mover las cañerías tiene un costo: la discusión consiste en determinar quién paga el costo.  ¿Es justo que el costo lo pague quien gratuitamente cedió a la empresa el uso de la faja fiscal?  De ser así, sería insólito, ya que la faja fue adquirida por el fisco mediante expropiación, lo que significa que tuvo que pagar por ella.





	Señaló que en el Senado fue enfático en indicar que esta norma (artículo 42, inciso séptimo) no tiene efecto retroactivo.  La razón de la norma es clarificar e interpretar que el traslado será hecho por el propietario o en las condiciones que se hayan fijado al otorgarse el permiso o la concesión respectivos.





	Por último, indicó que en los casos en que sea necesario remover obras y en cuyos contratos no se pactó que serían de cargo de la empresa, pagará el Ministerio de Obras Públicas, ya que la norma no tendrá efecto retroactivo, sin perjuicio de la posibilidad de llegar a algún acuerdo con las compañías.  Agregó que quien goza de una concesión otorgada con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley tiene un derecho adquirido.  Reiteró que la disposición del artículo 42, inciso séptimo, sólo regirá respecto de las concesiones y de los permisos que se otorguen con posterioridad a la dictación de esta ley.





	-  Vuestra Comisión, por mayoría de votos, acordó aprobar la observación Nº 3.








OBSERVACIÓN Nº4.





	Al número 7:  Para suprimir, en la letra d) del artículo 74 del proyecto, la frase “en pasarelas o”.





	Esta norma regula la contratación de publicidad o propaganda que indica, proveniente de terceros, para ser ubicada, entre otras situaciones o lugares, en las “pasarelas” aledañas a las vías viales.  La referida expresión fue incorporada en la Cámara de Diputados, y posteriormente aprobada por el Senado, sin observaciones.





	Constituyendo la seguridad vial una de las preocupaciones preferentes de la autoridad administrativa y a fin de mantener la debida concordancia y armonía con lo dispuesto en el actual artículo 39 de la ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, que prohíbe “la colocación de carteles, avisos de propaganda o cualquier otra forma de anuncios comerciales en los caminos públicos del país”, se propone suprimir de la señalada norma del artículo 74, letra d), del proyecto, el vocablo “pasarela”, referido.





	El Ejecutivo, en la parte expositiva del mensaje con que se inició el proyecto de ley en estudio, destacó la conveniencia de considerar la obtención de recursos adicionales para el Ministerio de Obras Públicas, a través de la publicidad en los boletos de peaje o pesaje, dado su carácter masivo y de cobertura nacional.


	Al aprobarse este precepto, se tuvo en consideración que la Contraloría General de la República ha dictaminado que el Ministerio de Obras Públicas carece de competencia para contratar publicidad en los boletos o recibos antes mencionados, en atención a que ello constituiría un ingreso no contemplado en el artículo 74 del decreto supremo Nº 294, de 1984, que por esta disposición se modifica.





	El Senado aprobó esta disposición excluyendo la publicidad relacionada con bebidas alcohólicas, por ser ellas la causa de gran parte de los accidentes que se producen en el país.  A su vez, la H. Cámara de Diputados excluyó el tabaco y agregó la propaganda ubicada en pasarelas.





	-Vuestra Comisión, por mayoría de votos, acordó aprobar la observación Nº 4.








*********








	En consecuencia, vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros que adoptéis los siguientes acuerdos respecto de las observaciones en informe:





	1.- Aprobar las  cuatro observaciones formuladas por S.E.  el Presidente de la República.





	2.-  La observación signada con el número 1, recaída en el inciso segundo del artículo 41, es materia de ley orgánica constitucional, de acuerdo con lo prescrito en el artículo 63 de la Carta Fundamental, por incidir en las materias de que trata el artículo 107 de dicho cuerpo legal.





	


		Se designó Diputado Informante al señor RENÉ MANUEL GARCÍA GARCÍA.








		SALA DE LA COMISIÓN, a 12 de julio de 1996.









































		Acordado en sesión de fecha 10 de julio de 1996, con asistencia de los Diputados señores Sabag, don Hosain (Presidente); García, don René Manuel; Hamuy, don Mario; Hurtado, don José María; Jara, don Octavio; Letelier, don Felipe; Navarro, don Alejandro; Taladriz, don Juan Enrique; Tohá, don Isidoro, y Venegas, don Samuel.























		PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA,


	                                             Secretario de la Comisión.
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